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A U T O. 
En la ciudad de Burgos, a catorce de Noviembre de dos mil trece.

Dada cuenta y;

I.- ANTECEDENTES DE HECHO. 
PRIMERO.- En fecha 10 de Julio de 1.995 se dictó sentencia por la Sección Primera de la Audiencia Provincial de Burgos por la que se condenaba a Pedro Luis Gallego Fernández, como autor responsable de un delito de robo y otro de violación, en concurso medial, y otro de asesinato, con la concurrencia de las agravantes de reincidencia y despoblado, a las penas de veinticinco años de reclusión menor y treinta años de reclusión mayor. La víctima de dichos delitos resultó ser la joven, de 23 años de edad, Marta Obregón Rodríguez y los hechos cometidos en fecha 22 de Enero de 1.992.

En el antecedente de hechos probados de la referida sentencia ya se indicaba que Pedro Luis Gallego Fernández había sido anterior y ejecutoriamente condenado por delitos de: a) utilización ilegítima de vehículos a motor y violación, en virtud de sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Valladolid en la causa nº.16/79 y en fecha 20 de Junio de 1.979, b) delito de abuso deshonesto, en virtud de sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Valladolid en la causa nº. 87/80 y en fecha de 14 de Marzo de 1.981, c) dos delitos de abusos deshonestos y un delito de simulación de delito, en virtud de sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Valladolid en la causa nº. 1/91 y en fecha 14 de Enero de 1.982, d) un delito de violación, en virtud de sentencia dictada por el Juzgado de Instrucción nº. 1 de Valladolid en la causa nº. 77/84 y en fecha de 3 de Julio de 1.987 (firme en la misma fecha). 

Asimismo consta, en la referida sentencia y en la hoja de antecedentes penales de Pedro Luis Gallego Fernández, condenas por delitos cometidos en fecha posterior a los en ella enjuiciados y así: 
1) Dos delitos de violación, un delito de agresión sexual, un delito de robo con violencia o intimidación y un delito de tenencia ilícita de armas, en virtud de sentencia dictada por la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Valladolid en la  causa nº. 4/92 y en fecha 22 de Octubre de 1.993 (firme en fecha 2 de Noviembre de 1.993); 
2) Un delito de atentado, un delito de lesiones y un delito de utilización ilegítima de vehículo de motor, en virtud de sentencia dictada por la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Valladolid en la causa nº. 3/93 y en fecha 24 de Junio de 1.993 (firme en fecha 16 de Diciembre de 1.993); 
3) Un delito de atentado, en virtud de sentencia dictada por el Juzgado de lo Penal núm. Uno de la Coruña en la causa nº. 431/93 y en fecha 7 de Febrero de 1.994 (firme en fecha 5 de Abril de 1.994), 
4) Delitos de violación y asesinato, en virtud de sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Valladolid en la causa nº. 5/92 y en fecha 6 de Julio de 1.994 (firme el 22 de Febrero de 1.995) y;

 5) Delitos de agresión sexual, violación y robo con violencia o intimidación, en virtud de sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Salamanca en la causa nº. 1/93 y en fecha 4 de Marzo de 1.995 (firme en fecha 23 de Marzo de 1.995).
La sentencia dictada en la presente causa fue objeto de casación ante el Tribunal Supremo, dictando este órgano auto de fecha 20 de Noviembre de 1.996 por el que se declaraba no haber lugar a la admisión del recurso intentado, siendo declarada firme la sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Burgos en resolución de fecha 23 de Diciembre de 1.996.

SEGUNDO.- En fecha 17 de Febrero de 1.997 se procede a practicar liquidación de condena por esta causa, aprobándose por auto de fecha 20 de Febrero del mismo año y fijándose como fecha de inicio del cumplimiento la de 3 de Enero de 2.106 y como fecha de extinción de la condena la de 26 de Diciembre de 2.135, ello en atención a la existencia de condenas anteriores y su cumplimiento sucesivo.

En fecha 4 de Junio de 1.997 esta Sección de la Audiencia Provincial, ya entrado en vigor el Código Penal de 1.995 y siendo el último órgano sentenciador de Pedro Luis Gallego Fernández, dictó auto en el que, por aplicación de la derogada regla 2ª del artículo 70 del Código Penal de 1.973 y en atención a la conexidad delictiva, fija el límite máximo de cumplimiento de las penas privativas de libertad en el tiempo de treinta años, dejando extinguidas sin cumplir las que procedan y excedan de dicho límite temporal.

Como consecuencia de la acumulación de condenas realizada por el Centro Penitenciario de Herrera de la Mancha, por la Sección Primera de esta Audiencia Provincial se practica nueva liquidación de la impuesta en las presentes actuaciones (Sumario 3/93) y se fija como fecha inicial de cumplimiento la de 2 de Noviembre de 1.993 y como fecha de extinción del mismo la de 9 de Noviembre de 2.022, siendo aprobada por auto de fecha 6 de Agosto de 1.997, archivándose provisionalmente las actuaciones en fecha 11 de Noviembre de 1.997.
TERCERO.- Así permanecen las actuaciones hasta que en fecha 13 de Agosto de 2.008 se recibe comunicación del Centro Penitenciario de Teixeiro que las penas impuestas al penado Pedro Luis Gallego Fernández e incluidas en la acumulación de condenas ascienden a un total de 273 años, 2 meses y 16 días, lo que equivale a un total de 99.721 días, lo que se comunica a los efectos de posible aplicación de la sentencia 197/06 de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo de fecha 28 de Febrero de 2.006 (Doctrina Parot) en cuyo caso el cumplimiento total sería en fecha 9 de Noviembre de 2.022, como ya estableció esta Sala en auto de fecha 6 de Agosto de 1.997, antes citado, extinguiendo en caso contrario las penas en fecha 18 de Diciembre de 2.008.

CUARTO.- En fecha 13 de Agosto de 2.008 se recibió, vía fax, oficio de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias, Centro Penitenciario de Teixeiro (A Coruña) por el que se anunciaba que “en próximas fechas se elevará a esa Autoridad la propuesta de licenciamiento definitivo del penado Pedro Luis Gallego Fernández”, fijándose como fecha para ello la de 18 de Diciembre de 2.008, en virtud de la aplicación al mismo de las redenciones ordinarias y extraordinarias. Las penas impuestas al citado penado suman un total de doscientos setenta y tres años, dos meses y dieciséis días (noventa y nueve mil setecientos veintiún días, 99.721,- días). La comunicación del Centro Penitenciario se realiza por si fuese aplicable al presente caso lo dispuesto en la sentencia del Tribunal Supremo de fecha 28 de Febrero de 2.006 (Doctrina Parot) en cuyo caso el cumplimiento de la condena sería en fecha de 9 de Noviembre de 2.022.

En fecha 13 de Agosto de 2.008 se dictó por esta Sala providencia por la que se acordaba dar traslado al Ministerio Fiscal de la propuesta alternativa de licenciamiento del interno Pedro Luis Gallego Fernández, a efectos del preceptivo informe. El Ministerio Fiscal, en informe de fecha 19 de Agosto de 2.008, no se opuso a la aprobación de la nueva liquidación de condena con efectos de extinción en fecha 9 de Noviembre de 2.022, considerando aplicable al presente caso lo establecido en la sentencia del Tribunal Supremo de fecha 28 de Febrero de 2.006.

En fecha 29 de Agosto de 2.008 se dictó providencia, por la que se tenía por evacuado el traslado conferido al Ministerio Fiscal y por designado, para el incidente y defensa del interno Pedro Luis Gallego Fernández, al Letrado D. Ángel de la Fuente Fernández, y para su representación a la Procuradora de los Tribunales Dña. Luisa Fernanda Escudero Alonso, dándoles traslado de lo actuado a efectos de que, en el termino de cinco días, emitan el correspondiente informe, siendo dicha providencia notificada en fecha 2 de Septiembre de 2.008 y concluyendo el periodo de alegaciones concedido en fecha 10 de Septiembre del mismo año.

En fecha 10 de Septiembre de 2.008, por la Procuradora de los Tribunales Dña. Luisa Escudero Alonso se presenta escrito de alegaciones,  indicando que no es de aplicación al presente caso la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de Febrero de 2.006 por las razones que en dicho escrito se señalan y solicitando la aprobación del licenciamiento definitivo de Pedro Luis Gallego Fernández para la fecha de 18 de Diciembre de 2.008.
QUINTO.- En fecha 17 de Septiembre de 2.008 se dictó auto por esta Sala en el que, tras un amplio examen legal y jurisprudencial se resolvió aplicar al penado Pedro Luís Gallego Fernández la doctrina establecida por el Tribunal Supremo en su sentencia nº. 197/06 de 28 de Febrero, Ponente el Excmo. Magistrado D. Julián Sánchez Melgar (con citación de otras como las sentencias  del Tribunal Supremo de 29 de Septiembre de 1.992; 24 de Junio de 1.994; 1.817/99 de 24 de Diciembre; 1.223/05 de 14 de Octubre), conocida como “caso o doctrina Parot”.
En el fundamento de derecho cuarto del indicado auto se estableció por esta Sala que “esta Audiencia Provincial de Burgos sigue el criterio jurisprudencial y vinculante establecido por el Tribunal Supremo (artículo 1.6º del Código Civil), valor vinculante del que carecen las sentencias de las Audiencias Provinciales. Por ello, aplicando dicha doctrina al presente caso y existiendo conexidad entre los distintos delitos cuyas penas se encuentra cumpliendo el interno Pedro Luis Gallego Fernández, éste deberá cumplir las penas que se le impusieron en los distintos procesos en forma sucesiva, computándosele los beneficios penitenciarios respecto de cada una de ellas individualmente, con un máximo de ejecución de treinta años. Es decir, los beneficios penitenciarios de redenciones ordinarias y extraordinarias que existieran no deberán aplicarse sobre el total del cumplimiento de treinta años, sino que deberán aplicarse a la pena en cuyo periodo de cumplimiento se origine dicho beneficio y así sucesivamente en orden derivado de la gravedad de las penas impuestas  hasta que el tiempo de las penas cumplidas con sus respectivos e individualizados beneficios penitenciarios alcance un total de treinta años, momento que el Centro Penitenciario fija en la fecha de 9 de Noviembre de 2.022 y en la que dejará extinguidas las pendientes sin cumplir de forma efectiva”.
En la parte dispositiva del mismo se establecía que: “La Sala acuerda: no procede aprobar el licenciamiento definitivo del interno Pedro Luís Gallego Fernández para el día 16 de Diciembre de 2.008. El cómputo de las redenciones, ordinarias o extraordinarias, que proceda aplicar al interno Pedro Luís Gallego Fernández en el cumplimiento sucesivo y siguiendo el orden de gravedad de las penas objeto de cumplimiento, de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal de 1.973, se realizará individualmente en cada una de ellas, fijándose el límite máximo de cumplimiento en treinta años efectivos, por lo que el centro penitenciario deberá practicar nueva propuesta de licenciamiento definitivo, llegado el momento”.
El auto de 17 de Septiembre de 2.008 fue recurrido en casación ante el Tribunal Supremo, órgano jurisdiccional que en sentencia de 11 de Diciembre de 2.008 no estimo el recurso interpuesto y confirmó la resolución adoptada por esta Sala.
SEXTO.- La Gran Sala del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, con sede en Estrasburgo, el 21 de Octubre de 2.013 dictó sentencia en el caso Del Río Prada contra España (demanda nº. 32.750/09), considerando que no es aplicable la doctrina jurisprudencial del caso Parot a los delitos cometidos y acumulaciones de penas realizadas con anterioridad a la fecha de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de Febrero de 2.006 en la que dicha doctrina se estableció.

SÉPTIMO.- Por el Letrado D. Ángel de la Fuente Fernández, ante dicha sentencia, se solicitó la libertad de Pedro Luís Gallego Fernández, al sostener que había extinguido la totalidad de la pena impuesta de no haberse aplicado a su cumplimiento la doctrina Parot que el TEDH dejada sin contenido.

De dicha petición se dio traslado a las acusaciones particulares y al Ministerio Fiscal, para que en el plazo de cinco días manifestasen lo que a su derecho conviniera. Las acusaciones particulares no contestaron y el Ministerio Fiscal, en fecha 5 de Noviembre de 2.013, antes de informar sobre lo solicitado, interesó que por el Centro Penitenciario Madrid-2 (Alcalá de Henares) se formule propuesta del licenciamiento definitivo del penado, con aplicación de preventiva y de redenciones ordinarias y extraordinarias ganadas por el interno respecto a la totalidad de las penas que al mismo le queden por cumplir. Todo ello sin perjuicio de la decisión que, entre tanto, pudiera adoptar la Sala General del Tribunal Supremo, fijando criterios generales que pudieran afectar a la cuestión debatida.

Como complemento a dicha petición, en fecha 8 de Noviembre de 2.013, el Ministerio Fiscal solicitó que se remitiera por el centro penitenciario en el que el penado se encontraba cumpliendo sus condenas:

1.- Hoja histórico penal, procesal y penitenciario, con indicación de las fechas en que se ha generado y aprobado la redención (tanto ordinaria como extraordinaria, y, en los supuestos en los que acontezca, la fechas de baja en redención que se hayan podido producir y que hayan dado lugar a la baja en redención y, por tanto, a la no aplicación de beneficios penitenciarios.

2.-Los autos en los que aprueban los beneficios citados, con la finalidad de comprobar que los beneficios que se indican han sido efectivamente aprobados por el Juez de Vigilancia Penitenciaria y están debidamente justificados.

3.- Por el centro penitenciario se especifique claramente las redenciones obtenidas a partir del 28 de Febrero de 2.006 y se aplique la doctrina del Tribunal Supremo 197/ 2006 a partir de esa fecha, fijando nuevamente la fecha de licenciamiento.

OCTAVO.- La Sala General del Tribunal Supremo, en fecha 12 de Noviembre de 2.013, acordó que “tras la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos humanos (TEDH) de 21 de octubre de 2013, Caso Del Río Prada c. España, y en relación con las condenas que se estén ejecutando con arreglo al Código Penal derogado de 1973, se acuerda lo siguiente:

1. En los casos de sentencias condenatorias en ejecución, dictadas con anterioridad al día 28 de febrero de 2006, en las que se aplique el Código Penal derogado de 1973, por no resultar más favorable el Código Penal de 1995, las redenciones ordinarias y extraordinarias que procedan se harán efectivas sobre el límite máximo de cumplimiento establecido conforme al artículo 70 del referido Código de 1973, en la forma en que se venía haciendo con anterioridad a la sentencia de esta Sala nº. 197/2006, de 28 de Febrero.

2. Las resoluciones relativas a las acumulaciones y liquidaciones de condena que resulten procedentes con arreglo al punto anterior, se acordarán en cada caso por el Tribunal sentenciador, oyendo a las partes, siendo susceptibles de recurso de casación ante esta Sala.

3. El Tribunal considera necesario que el Poder legislativo regule con la necesaria claridad y precisión el cauce procesal adecuado en relación con la efectividad de las resoluciones del TEDH.”.
NOVENO.- El Centro Penitenciario remitió por vía fax el 11 de Noviembre de 2.013 la documentación solicitada y haciendo constar que, aplicando los beneficios penitenciarios la fecha de licenciamiento definitivo hasta el final del cumplimiento hubiera sido la de 18 de Diciembre de 2.008 y aplicándolos hasta la fecha de 28 de Febrero de 2.006, para aplicar tras ella la doctrina Parot, la fecha de licenciamiento sería la de 16 de Agosto de 2.011, como consta en las correspondientes hojas de cuentas que se incorporan, donde se reseña que el interno, durante los años 2.010, 2.011, 2.012 y 2.013, no ha realizado actividades susceptibles de redención extraordinaria, habiendo redimido hasta el día 28 de Febrero de 2.006 (preventiva, cumplimiento, redención ordinaria y extraordinario) un total de 8.954’50 días, quedándole por cumplir 1.995’50 días a los que sería aplicable la doctrina Parot en ejecución. Atendiendo a que desde el 28 de Febrero de 2.006 hasta el 11 de Noviembre de 2.013 ha extinguido un total de 2.813 días, el centro penitenciario fija como fecha de licenciamiento la de 16 de Agosto de 2.011.
DÉCIMO.- Tras el Acuerdo de la Sala General del Tribunal Supremo de 12 de Noviembre de 2.013 y recibida la documentación solicitada, se dio traslado al Ministerio Fiscal a efectos de informe final, haciéndolo el 14 de Noviembre de 2.014 en el sentido de “conforme informa el Centro Penitenciario, el penado fue dado de alta en redención ordinaria el 20 de Noviembre de 1.992, según auto del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Valladolid, mediante resolución de fecha 7 de Marzo de 1.994. Con posterioridad, debido a dos sanciones que tuvo el penado, el Centro Penitenciario de Valladolid propuso su baja en redención desde el 19 de Febrero de 1.994 hasta el 6 de Septiembre de 1.994. interpuesta queja por el interno, fue estimada por el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria, resolviendo la no procedencia de baja en la redención durante dicho periodo. El penado ha redimido de forma ordinaria, sin cortes en la misma, desde el 20 de Noviembre de 1.992. Respecto a las redenciones extraordinarias, las que constan, a propuesta de los centros penitenciarios donde ha estado el interno, fueron concedidas de forma trimestral por los diferentes juzgados de vigilancia penitenciaria, con diferentes cuantías, según la valoración de los trabajos o actividades que ha desarrollado el penado. La aplicación de estos beneficios penitenciarios determinó que se propusiera el licenciamiento definitivo de penado para el día 18 de Diciembre de 2.008, propuesta denegada por resolución de esta Sala, por aplicación al penado de la denominada doctrina Parot. No obstante lo anterior, la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, de fecha 21 de Octubre de 2.013, establece una clara doctrina aplicable a los supuestos en los que tanto los hechos como la sentencia y la resolución fijando el máximo de cumplimiento se hubieran producido antes del 28 de Febrero de 2.006. En la presente ejecutoria confluyen todos estos criterios, lo que hace aplicable la doctrina en ella fijada”.
El informe del Ministerio Fiscal concluye diciendo que “por ello, el fiscal considera que procede aprobar el licenciamiento definitivo del penado, conforme a los criterios establecidos en la citada sentencia y en consecuencia acceder a la petición de libertad que el condenado ha interesado a través de su representación procesal”.

II.- FUNDAMENTOS JURÍDICOS. 
PRIMERO.- La Gran Sala del Tribunal Europeo de Derechos Humanos señala que la aplicación retroactiva de la doctrina Parot (a delitos cometidos con anterioridad al 2.006) viola en artículo 7 del Convenio para la protección de los derechos y de las libertades fundamentales, principio de legalidad (no hay pena sin ley), pues nos dice en síntesis que en el momento de cometerse los delitos y de acumularse sus penas, el condenado, en el presente caso Pedro Luís Gallego Fernández, debió conocer la totalidad de la pena impuesta, es decir una duración máxima de treinta años de prisión, sobre la que debía aplicarse las redenciones de penas por el trabajo. 

Como nos recuerda el auto de la Audiencia Nacional de 25 de Octubre de 2.013, la pena a cumplir nunca podrá exceder de la preestablecida, siendo que la garantía de irretroactividad penal desfavorable se vería privada de eficacia si la duración de la pena se ve modificada posteriormente en su detrimento. El nuevo criterio jurisprudencial, establecido por el Tribunal Supremo en el año 2.006 no era previsible, en este caso, para el condenado Pedro Luís Gallego Fernández, ni en el momento de ejecución de los hechos, ni en el dictado de las sentencias condenatorias. La aplicación retroactiva de la nueva interpretación jurisprudencial vulneró el artículo 7 del Convenio. Por las mismas razones de ausencia de posibilidad de prever el alcance de la pena, la decisión sobre el abono de las redenciones conforme a dicho nuevo criterio violó el artículo 5 del Convenio (derecho a la libertad) en la medida en que la aplicación del giro jurisprudencial suponía el incremento de la duración de la pena de prisión impuesta.

Aplicando la doctrina jurisprudencial expuesta (TEDH., TS. y AN.) habiendo alcanzado el penado Pedro Luís Gallego Fernández el cumplimiento íntegro de las penas acumuladas que le fueron impuestas, procede aprobar su licenciamiento definitivo con efectos de la fecha de 16 de Agosto de 2.011, tal y como consta en la propuesta del centro penitenciario y del informe fiscal, por lo que habiendo cumplido la totalidad de las penas acumuladas con el límite de treinta años, procede su puesta en inmediata libertad.
Por todo lo indicado este Tribunal acuerda:
PARTE  DISPOSITIVA.  

Quedando sin efecto la doctrina Parot, fijada en sentencia del Tribunal Supremo nº. 197/06 de 28 de Febrero, por la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 21 de Octubre de 2.013, PROCEDEOTORGAR EL LICENCIAMIENTO DEFINITIVO AL PENADO PEDRO LUÍS GALLEGO FERNÁNDEZ EN EL CUMPLIMIENTO DE LAS PENAS ACUMULADAS QUE SE ENCONTRABA EXTINGUIENDO EN LA PRESENTE CAUSA, Y ELLO CON EFVECTOS DESDE LA FECHA DE 16 DE AGOSTO DE 2.011.

PROCÉDASE A EXPEDIR LOS MANDAMIENTOS DE LIBERTAD PARA SU INMEDIATA EXCARCELACIÓN.

Notifíquese la presente resolución al Ministerio Fiscal y demás partes personadas, y remítase testimonio de la presente resolución a los Juzgados y Salas de Audiencia que emitieron las sentencias cuyas penas ahora se declaran cumplidas.
Así por este auto, lo pronuncian, mandan y firman los Ilmos. Srs. Magistrados del margen.

E/

DILIGENCIA.- Seguidamente se cumple lo acordado. Doy fe.
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